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CAPÍTULO XX. LA MAYORIDAD1

1. Noción 
El relevante límite de 18 años marca la frontera entre la menor y la mayor 
edad2. Vimos que la minoridad es un estado de incapacidad en razón de la 
edad, si ésta es inferior a los 18 años: la mayoridad –contrariamente pero en 
una orientación semejante– es un estado de capacidad de obrar o de ejercicio 
para la generalidad de los actos jurídicos, en virtud de haber alcanzado la 
mayoridad, esto es, la edad de dieciocho (18) años3. Vale recordar que somos 
del criterio que la mayoridad se adquiere al terminar el día del cumpleaños 
número “18”4, lo cual ocurre como es obvio, automáticamente o ipso iure, por 
lo que no se requiere de pronunciamiento judicial5. La mayoridad opera al 
margen de la voluntad del sujeto6 pues el paso del tiempo proyectado en la 
edad constituye un hecho o circunstancia enteramente involuntaria pero con 
trascendente proyección jurídica.

La mayoridad es la forma natural de alcanzar la capacidad7, pues según 
indicamos, el orden jurídico reconoce el progresivo desarrollo y maduración 
del sujeto8. Se trata de una proyección de la importancia del tiempo en el 
Derecho –como en muchas otras áreas de la vida–, pues el individuo desde 
su nacimiento, año tras año, aumenta progresivamente su discernimiento, 
considerándolo óptimo el orden legal para la generalidad de los actos a la 
edad de 18 años. Como es imposible determinar persona por persona si cada 
una tiene tales cualidades, las legislaciones optan por fijar un límite de edad, 
a partir del cual presumen se ha alcanzado la madurez9. De allí que todos los 
ordenamientos prevén una edad a partir de la cual y no antes se adquiere 
plena capacidad, a condición de que no se haya sido declarado incapaz por 
otras razones10. 

  1 	Véase: Domínguez Guillén, Minoridad y mayoridad…, pp. 213-219; Aguilar Gorrondona, Derecho…, 
2010, pp. 365-369; La Roche, ob. cit., pp. 85-89 y 205-298; Marín Echeverría, ob. cit., pp. 189 y 
190; Graterón Garrido, ob. cit., pp. 296-298; Rodríguez, ob. cit., pp. 395-400; Poles de Graciotti y 
otros, ob. cit., pp. 216-218; Ravetllat Ballesté, Isaac: ¿Por qué dieciocho años? la mayoría de edad 
civil en el ordenamiento jurídico civil español, Anales de la Cátedra Francisco Suárez, 49 (2015), 
pp. 129-154 http://revistaseug.ugr.es/index.php/acfs/article/viewFile/3280/3308.

  2 	Martínez de Aguirre Aldaz, ob. cit., p. 399. 
  3 	Véase: Rogel Vide, ob. cit., p. 43; Lacruz Berdejo y otros, ob. cit., p. 101; Carrasco Perera, ob. cit., 

p. 100; Serrano Alonso, ob. cit., p. 36; Moro Almaraz y Sánchez Cid, ob. cit., p. 126.
  4 	Véase: supra XV.2.
  5 	Véase: González del Solar, ob. cit., p. 61; Lasarte, ob. cit., p. 221.
  6 	Lacruz Berdejo y otros, ob. cit., p. 103; Moreno Quesada y otros, ob.cit., p. 104, se produce de manera 

automática como todos los efectos que le son propios. 
  7 	Cancela y otros, ob. cit., p. 162.
  8 	Véase supra XV: Moreno Quesada y otros, ob. cit., p. 102; Marín Echeverría, ob. cit., p. 139.
  9 	Lete del Río, ob. cit., p. 63. 
10 	Abelenda, ob. cit., pp. 323 y 325.
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2. Efectos 
El artículo 18 del CC dispone: “Es mayor de edad quien haya cumplido diecio-
cho (18) años. El mayor de edad es capaz para todos los actos de la vida civil, 
con las excepciones establecidas por disposiciones especiales”11. Según seña-
lamos al referirnos a la “minoridad” la Reforma del CC de 1982, atendiendo 
a tendencias internacionales redujo la mayoría de edad de 21 a 18 años12, por 
ser ésta una edad lógica a los fines de la obtención –en condiciones norma-
les– de suficiente discernimiento. La mayoría de los países consagran dicha 
edad de 18 años13.

Una vez que el individuo cumple 18 años es mayor de edad y se ubica en un 
estado de mayoridad; será capaz de obrar para la generalidad de los actos jurí-
dicos, salvo que excepcionalmente la ley precise de una edad especial para cier-
tos actos (vg. adopción14 o para el ejercicio de ciertos cargos públicos15) o que 
el individuo haya devenido en “incapaz de obrar”, según veremos de seguidas.

A partir de la mayoridad el sujeto será pleno en lo relativo a su capacidad 
de obrar, asumiendo las consecuencias de la mayoridad, sin menoscabo de 
los actos realizados previamente16. “Minoridad y mayoridad constituyen así 
dos estados contrapuestos, generadores de distintos efectos jurídicos en lo 
atinente a la capacidad de obrar o de ejercicio, cuya única línea divisoria viene 
dada simplemente por el cumplimiento los dieciocho (18) años. De tal suerte, 
que el alcance de tal edad no solo se presenta como un anhelo del adolescen-
te sino como la entrada jurídica a la importante puerta de la capacidad de 
obrar; un mundo de actuaciones parejas de consecuencias y responsabilidades 
acompañarán al sujeto, salvo que quede incurso en una causa de incapacidad 
propia de los adultos o que el ordenamiento precise excepcionalmente una 
edad superior” 17.

3. Incapacidad e incapacitación
En materia de mayores de edad, la capacidad de obrar es la regla18 y la incapa-
cidad es la excepción19, la cual debe ser probada20. Toda persona mayor de edad 

11 	Véase sobre dicha norma: Código Civil de Venezuela. Artículos 1 al 18…, ob. cit., pp. 591-634.
12 	Véase supra XV.2.
13 	Véase: http://es.wikipedia.org/wiki/Mayor%C3%ADa_de_edad, se refiere que en otros países 

pueden oscilar entre los 14 y los 21 años (página que se indica actualizada en 8-4-11).
14 	Véase: LOPNNA, art. 409, la edad del adoptante debe ser de 25 años.
15 	Véase: Constitución, arts. 160, 174, 188 num. 2, 227, 244, 280 in fine y 288.
16 	Véase: Cas., Sent. 10-8-88, J.R.G., T. 105, p. 372 (el menor venía siendo representado por apoderados 

que autorizó su madre y llegó a la mayoridad).
17 	Domínguez Guillén, Minoridad y mayoridad…, p. 219.
18 	Véase: Ghersi, ob. cit., p. 103.
19 	Véase: Cabrera Mercando, Rafael: El proceso de incapacitación. Madrid, McGraw-Hill, 1998, p. 54, 

la naturaleza y dignidad de la persona humana exige que la capacidad sea la regla y la incapacidad 
la excepción; Domínguez Guillén, Manual de Derecho Sucesorio…, p. 282 (con inclusión de nota 26).

20 	Véase: Juzgado de Primera Instancia del Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado 
Barinas, Sent. 3-6-09, Exp. 5055, http://barinas.tsj.gov.ve/decisiones/2009/junio/804-6-5055-277.
html ”… lo que a todas luces resulta ser una presunción de capacidad del actor. Vale decir, no existe 
en autos, sentencia judicial que establezca una interdicción o inhabilitación, para el demandante 
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se presume capaz salvo que se pruebe lo contrario21. Por la mayoridad, se supo-
ne una suerte de aptitud para la generalidad de los actos jurídicos22. Pero una 
de las excepciones a la regla de la capacidad de obrar de los adultos viene dada 
por la incapacidad, ya sea legal o en virtud de sentencia, esta última se denomi-
na “incapacitación” 23. Esto pues la presunción de capacidad del mayor de edad 
es iuris tantum24. La incapacitación ya sea absoluta o relativa (interdicción e in-
habilitación, respectivamente) constituyen formas de protección del adulto25.

La incapacidad legal procede de derecho, por el solo efecto de la ley, en el 
Derecho vigente acontece únicamente como sanción en el caso del condenado 
a presidio (CP, art. 23), toda vez que la inhabilitación legal que consagraba 
el artículo 410 del CC (que afectaba al ciego de nacimiento, al que hubiere 
cegado durante la infancia y al sordomudo), fue derogada por la Ley para las 
personas con discapacidad. Veremos que el entredicho legal solo ve afectada 
su capacidad negocial patrimonial por acto entre vivos26, por lo que su status 
difiere sustancialmente del entredicho judicial, ya que por tener discerni-
miento y dado el carácter estricto de la sanción legal, conserva su capacidad 
procesal y delictual.

o, prueba alguna que establezca su minoridad; ni siquiera existen indicios que hagan presumir la 
incapacidad, que como elemento necesario que se exija en la procedencia de la Cuestión previa, 
por lo que la misma debe declararse Improcedente…”; Juzgado Sexto de Primera Instancia en lo 
Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, 
Sent. 25-7-08, Exp. 14.165, http://cfr.tsj.gov.ve/decisiones/2008/julio/2121-25-14165-.html “…este 
juzgado considera que la capacidad procesal es la regla y la incapacidad es la excepción, siendo 
que solo en unos casos específicos como lo son la interdicción, la inhabilitación y la minoridad, 
es que se considera que una persona no tiene capacidad”; Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 323.

21 	Cobo Plana, Juan José: Compendio de Jurisprudencia Civil. Derecho Civil. Parte General. Madrid, 
Dikinson, 1997, p. 66, (sentencia española del 13 de octubre de 1990, Actualidad Civil, 34/1991).

22 	Véase: Ramos Chaparro, Enrique: La persona y su capacidad civil. Madrid, edit. Tecnos, 1995, p. 
461, el grado pleno de capacidad que comienza con la mayoridad si no es “regla general” dado el 
significativo número de tipos excepcionales constituye el ámbito de actuación más extenso y de 
mayor trascendencia en todos los sectores. 

23 	La incapacitación es la privación o limitación de la capacidad de obrar en virtud de una sentencia. 
Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 320-322; Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo 
Civil, Mercantil y Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, Sent. 7-2-11, http://
cfr.tsj.gov.ve/decisiones/2011/febrero/1329-7-18179-07-D.html; Juzgado Segundo de Primera 
Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Agrario del Segundo Circuito de la Circunscripción 
Judicial del Estado Portuguesa, Sent. 19-1-11, http://vargas.tsj.gov.ve/decisiones/2011/enero/1141-
19-C-2007-001263-C-2007-001263.html; Torres García, Teodora y Andrés Domínguez Luelmo: La 
incapacitación. En: Tratado de Derecho de la persona física, Civitas /Thomsom Reuters (Direct M. 
Gete-Alonso y Calera/ Coord. J. Sole Resina), España, 2013, T. II, p. 57.

24 	Véase: Cabrera Mercado, ob. cit., p. 55; Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 323; Cobo Plana, ob. cit.,  
p. 66, cita sentencia española del 13-10-90 que refiere que la capacidad de obrar del adulto 
constituye una presunción “iuris tantum” es decir, que admite prueba en contrario; Ravetllat 
Ballesté, ob. cit., p. 130, la mayoría de edad representa, indudablemente, un criterio estándar de 
certidumbre jurídica radicado sobre una presunción iuris tantum de existencia de plena capacidad 
de obrar, que tan solo puede desvirtuarse por medio de la incapacitación. (o de la interdicción 
legal en Venezuela).

25 	Véase: Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito y de Protección del Niño y del 
Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, Sent. 5-4-11, http://vargas.tsj.gov.
ve/decisiones/2011/abril/128-5-2118-2725.html. “El derecho permite a través de la interdicción 
y la inhabilitación como medios de protección, salvaguardar los bienes de las personas que se 
encuentran bajo la circunstancia de una incapacidad…”.

26 	Véase infra XXI.2.
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La incapacitación como modalidad de la incapacidad de los adultos cons-
tituye una excepción a la presunción de capacidad que arropa a los mayores 
de edad.27 La incapacitación es la incapacidad que procede en virtud de una 
decisión judicial o sentencia que puede dar lugar a la incapacitación absoluta o 
la incapacitación relativa, según se trate de interdicción judicial o de inhabili-
tación, respectivamente28. En nuestro ordenamiento jurídico la incapacitación 
presenta dos (2) modalidades, a saber: la interdicción y la inhabilitación, según 
se afecte la capacidad de obrar en forma absoluta o en forma relativa, respec-
tivamente (una responde a una causa grave y otra a una leve). La interdicción 
tiene lugar en presencia de una enfermedad grave (defecto intelectual grave) y 
supone una incapacidad plena que amerita la representación mediante tutor, 
en tanto que la inhabilitación judicial procede en caso de enfermedad mental 
leve (débil de entendimiento) o de prodigalidad, teniendo lugar una incapaci-
dad parcial que es subsanada a través de la asistencia de un curador29. Toda 
persona contra quien se dicta un pronunciamiento judicial declarando su 
falta de sanidad mental –por ejemplo– queda sujeto a un régimen restrictivo 
de su capacidad.30

La incapacitación se presenta como una institución de gran importancia, 
porque tiene el efecto práctico y jurídico de privar o limitar la capacidad de 
obrar de una persona, y así mismo posee una evidente finalidad de protección 
al incapaz31. Se trata de un problema delicado que afecta los derechos de la per-
sona, es por ello que la ley establece que sólo el Juez, y nadie más que el Juez, 
puede limitar parcial o totalmente la capacidad de obrar de una persona32.

27 	Véase artículo 18 del CC que establece la mayoría de edad a los dieciocho (18) a la vez que atribuye 
capacidad para los actos de la vida civil salvo disposiciones especiales. 

28 	Véase “El procedimiento de incapacitación” en Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 317 y ss.: 
Domínguez Guillén, María Candelaria: La incapacitación en el Derecho Venezolano. En: Revista de 
Derecho de Familia y de las Personas. La Ley, Argentina, Año VII, Nº 2, marzo 2015, pp. 143-168; 
De Freitas de Gouveia, La autonomía…, pp. 172-174.

29 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 453; TSJ/SPlena, Sent. Nº 35 del 13-8-02, en: www.tsj.
gov.ve/decisiones/tplen/Agosto/0002.htm agrega “La incapacitación como categoría jurídica 
dirigida a la privación o restricción de la capacidad de obrar de las personas” (en semejante 
sentido: TSJ/SP, JuzgSust, Sent. Nº 7 de 25-11-10, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/jstplen/
noviembre/7-251110-2010-2008-000074.html la incapacidad del Presidente está prevista en el 
artículo 233 de la Constitución); Juzgado Tercero de los Municipios Cabimas, Santa Rita y Simón 
Bolívar de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, Sent. 4-3-11. http://monagas.tsj.gov.ve/
decisiones/2011/marzo/490-4-841-60.html (del mismo tribunal Sent. 11-2-11,http://falcon.tsj.gov.
ve/decisiones/2011/febrero/490-11-1024-39-2011.html); EC2ICMB, Sent. 17-2-10, Exp. 53.195 http://
amazonas.tsj.gov.ve/decisiones/2010/febrero/722-17-53.195-53.195.html.

30 	Molinas, Alberto: Incapacidad civil de los insanos mentales. Buenos Aires, Ediar, 1948, T. II, p. 11.
31 	Véase en este sentido, en torno a finalidad del procedimiento: CSJ/Cas, Sent. 1-6-86, J.R.G., T. 82, 

p. 603, la acción de inhabilitación tiene dos objetivos fundamentales, procurar la salud mental del 
indiciado así como la protección de su patrimonio. En ella está involucrada la salud del indiciado, 
su estabilidad individual y social; Cas., sent. 11-8-61, J.R.G., T. 4, p. 329, en el juicio de interdicción 
no hay otro interés que el de averiguar la capacidad mental del individuo protegiéndole a fin de 
evitar la ruina de sus intereses y el perjuicio de su persona; DFMSCMT8, Sent. 5-11-91, J.P.T., 
Última Instancia Noviembre 91, T. 11, p. 238: este es un proceso que por su mismo contenido es 
eminentemente social y moral y siempre trata de proteger en alguna forma al entredicho.

32 	Nadal i Oller, Narcís: La Incapacitación. Barcelona, Bosch, 1999, p. 26.
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Existe por otra parte una diferencia sustancial entre el entredicho judicial 
y el inhabilitado judicial o simplemente “el inhabilitado”, toda vez que ésta 
es la única especie de incapacitación relativa subsistente en los adultos, dada 
la citada derogatoria de la inhabilitación legal. La interdicción supone una 
privación de la capacidad de obrar en tanto que inhabilitación da lugar a una 
mera restricción o limitación de la capacidad negocial y procesal. Entre otras 
diferencias sustanciales, cabe citar que la interdicción es un régimen de repre-
sentación que supone una incapacidad absoluta en que el entredicho queda 
sometido a tutela; mientras que la inhabilitación implica un régimen de sim-
ple asistencia derivado de una incapacidad relativa, en el que el incapacitado 
queda sometido a curatela. El inhabilitado tiene el libre de gobierno de su 
persona, a diferencia del entredicho judicial que está sometido a la potestad del 
tutor. El procedimiento de inhabilitación –a diferencia del de interdicción– no 
procede de oficio ni tiene lugar la inhabilitación provisional33. El régimen de 
representación en que el tutor actúa sustituyendo al incapaz y sin participa-
ción de éste, es absolutamente diferente al régimen de asistencia en que el 
curador solo asiste o acompaña formalmente al inhabilitado complementando 
su incapacidad relativa mediante una actuación conjunta y donde el último 
mantiene la iniciativa del acto34.

Finalmente, el inhabilitado está sometido a un régimen de incapacitación 
relativa que ofrece importantes posibilidades de actuación al incapaz, que en 
razón de no ver afectado su discernimiento, conserva el libre gobierno de su 
persona y la posibilidad de realizar actos personalísimos como testar35 (salvo 
prohibición expresa de ley) porque la asistencia prevista en el artículo 409 del 
CC alude a los actos negociales de contenido patrimonial y al ámbito procesal 
contencioso (estar en juicio). El inhabilitado se asemeja así en su régimen al 
menor emancipado, esto es, aquel que ha contraído matrimonio, según hemos 
indicado, pues ambos tienen el autogobierno de su persona pero su capacidad 
negocial patrimonial y procesal está limitada; el inhabilitado precisa asisten-
cia (negocial y procesal contenciosa) del curador a tener del citado artículo 
409 CC, en tanto que el emancipado requiere autorización judicial (ámbito 
negocial) y asistencia (ámbito procesal en general que incluye la jurisdicción 
contenciosa y la voluntaria)36 de conformidad con el artículo 383 eiusdem. 

33 	Véase: Domínguez Guillén, Diferencia entre incapacitación absoluta y relativa…, pp. 97-132; 
AMCSFM2, Sent. 1-7-96, J.R.G., T. 139, pp. 67 y 68, tanto para los juicios de interdicción como 
de inhabilitación existen dos fases, una sumaria y otra plenaria, con la diferencia de que en la 
interdicción, decretada la interdicción provisional una vez concluida la fase sumaria, el juicio 
queda abierto a pruebas por la vía ordinaria; y con la inhabilitación, al concluirse la fase sumaria, 
no se decretará la inhabilitación provisional; pero si se abre el juicio a pruebas por la vía del 
juicio ordinario; Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, del Tránsito y Agrario 
de la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta , Sent. 30-6-10, http://jca.tsj.gov.ve/
decisiones/2010/junio/283-30-10979-10-.html. 

34 	Véase: Domínguez Guillén, Reflexiones sobre la representación y la asistencia…, pp. 273-282.
35 	Véase: Domínguez Guillén, Manual de Derecho Sucesorio…, pp. 290 y 291.
36 	Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: Diferencia entre inhabilitación y emancipación. En: 

Revista de Derecho Nº 31, Tribunal Supremo de Justicia, 2009, pp. 13-25. 
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La incapacitación (absoluta o relativa), está limitada así a dos opciones en el 
Derecho Venezolano, lo que sin embargo, imposibilita un punto intermedio o 
una posible graduación del Juez. Pues se ha dicho con razón que la capacidad 
admite matices37. Veremos en los temas siguientes los regímenes de incapaces 
que en el Derecho vigente afectan a los mayores de edad, a saber, interdicción 
e inhabilitación.

37 	Véase: Pérez Gallardo, Leonardo: En: Conferencia Internacional Capacidad, discapacidad e 
incapacidad: en clave convencional, retos para el desarrollo Iberoamericano. Poder Judicial Corte 
Suprema del Perú (Disertación del experto cubano en Palacio de Justicia Perú), 3-5-16, https://
www.youtube.com/watch?v=iMekJdLYuKM incapacitación alude a la privación de la capacidad 
en sede judicial. Pero así como la vida está llena de grises, existen pues “tonalidades”, no todo es 
“blanco” o “negro”, lo mismo acontece en materia de incapacitación y el Juzgador puede graduar o 
modular la incapacidad de acuerdo a las potencialidades del sujeto. No será el mismo tratamiento 
jurídico para la prodigalidad que para una esquizofrenia o síndrome de Dawn. El juez se convierte 
así en una suerte de sastre del Derecho que dicta una decisión que gradúa la capacidad de obrar. 
Sin embargo, refiere que el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, consagra el ejercicio de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad. Ello 
podría replantear la noción de incapacitación pues la Convención utiliza el término “medidas 
de apoyo”; Pérez Gallardo, Leonardo: Diez interrogantes sobre el juicio notarial de capacidad: 
un intento de posibles respuestas. Especial referencia a las personas con discapacidad. En: 
Discapacidad y Derecho Civil. (Coord. Leonardo Pérez Gallardo). Madrid, Dykinson, 2014, p. 60, 
“tenemos una visión bicolor de la capacidad, no hay matices en la manera en que se han venido 
aplicando los escasos preceptos reguladores de la materia”.


